Situaciones de conflicto y políticas de seguridad

                                                                                             Rafael Rivas Posada
La protección de los derechos humanos y, por ende, el cumplimiento de las obligaciones internacionales de los Estados, constituyen siempre un problema que todos los países deben enfrentar aun en condiciones de relativa normalidad política y social.  Este problema se agudiza cuando se presentan situaciones de conflicto internacional o interno, cualquiera que sea  la gravedad y características de esas situaciones, que en menor o mayor grado alteran la normalidad y obligan a los Estados a adoptar medidas dirigidas a neutralizar o, al menos, a minimizar las consecuencias de esas alteraciones del orden público. Por ello, y por la frecuencia con que se presentan en el mundo moderno circunstancias que vienen a perturbar la vida institucional, la necesidad de analizar esas situaciones a la luz de la vigencia de los derechos humanos adquiere una importancia especial, que bien justifica la atención que los órganos competentes dedican en la permanente tarea de dar plena vigencia a la promoción y protección de los derechos que la comunidad internacional ha venido consagrando como conquistas de la humanidad
.
Conflictos internacionales

Las implicaciones de los conflictos internacionales en el campo de los derechos humanos han sido estudiadas y debatidas desde hace mucho tiempo. Si bien es cierto que el desarrollo de la concepción de los derechos humanos ha tomado fuerza fundamentalmente desde la Segunda Guerra Mundial, bajo el patrocinio de la Organización de las Naciones Unidas y como resultado de los múltiples instrumentos internacionales que se han acordado, ya desde finales del siglo XIX la comunidad internacional se había dado cuenta de la necesidad de someter a la guerra a límites que permitieran defender la dignidad humana y los derechos de la persona. De esta manera surgieron los compromisos de los Estados de minimizar el sufrimiento de los combatientes, de respetar sus derechos mas básicos y de proteger a los civiles no combatientes en las acciones de guerra. El llamado Derecho de la Guerra, nacido en La Haya en 1899, y sus desarrollos posteriores, hasta llegar a los Convenios de Ginebra y su  Protocolo Adicional I, han establecido las reglas de conducta que los Estados deben seguir como garantía del respeto debido a la persona humana. El Derecho Internacional Humanitario cubre, pues, el amplio y variado campo de los conflictos internacionales, pero por su carácter complementario de los derechos humanos no excluye el respeto a estos derechos, que continúan vigentes aun en situaciones de conflicto internacional, así sea difícil garantizar su vigencia en medio y como resultado del estado de guerra.
Conflictos internos

En la exposición que sigue vamos a dejar de lado el tema relativo a los conflictos internacionales para centrar nuestra atención en las situaciones de conflicto interno o doméstico, en los procesos tendientes a solucionarlos y en los problemas que se presentan para garantizar el respeto de los derechos humanos. El tema es de acuciante actualidad, ya que esta intimamente unido a las políticas de seguridad que todos los Estados estan llamados a adoptar como resultado de sus deberes constitucionales y legales, particularmente en épocas como la actual, en las que las perturbaciones del orden público en todas sus modalidades constituyen una realidad cotidiana.

Las normas que prescriben el comportamiento que deben respetar los estados en caso de conflicto interno, desde el punto de vista del Derecho Internacional Humanitario, estan claramente consignadas en el Protocolo Adicional II de 1977, que vino a desarrollar los principios establecidos en el artículo 3 de las Convenciones de Ginebra de 1949. Ha sido tan importante el paulatino desarrollo de estos principios que, en opinión de muchos tratadistas, poco   poco van adquiriendo el carácter de principios de derecho internacional, que deben ser respetados aun por los Estados que todavía no son parte del Protocolo Adicional II. En la práctica, sin embargo, la aplicación de las normas consagradas en estos instrumentos encuentran dificultades muy serias, siendo la principal de ellas la renuencia de muchos Estados a reconocer la existencia de un conflicto interno en el territorio de su jurisdicción. El Protocolo no contiene criterios para definir con exactitud los requisitos que tipifican un conflicto interno, y que los Estados no deberían desconocer para tener que aplicar sus normas, salvo la definición general e incompleta contenida en el artículo 1, que deja abierta la posibilidad de que los Estados puedan negar la existencia de esta clase de enfrentamientos, para librarse de la obligación de respetar las garantías consignadas en dicho instrumento. Es de lamentar que aún permanezca incierto este aspecto de la aplicación del Protocolo Adicional II, ya que por la vía de la negativa a aceptar la existencia de un conflicto doméstico muchos Estados eluden el cumplimiento de los compromisos internacionales que ellos mismos han aceptado, debilitando de esta manera el sistema de protección humanitaria que la comunidad internacional ha venido desarrollando paulatinamente, con éxitos indudables en el campo conceptual y normativo pero con grandes limitaciones en el terreno de la práctica.
Conflictos internos y terrorismo

A los obstáculos que siempre han existido para el respeto cabal de las normas del Derecho Internacional Humanitario y, como veremos mas tarde, de aquellas dirigidas a la protección de los derechos humanos, ha venido a sumarse en los últimos tiempos la importancia que ha adquirido el fenómeno del terrorismo, que al parecer está en vía de convertirse en el tema central de las políticas internacionales e internas de muchos Estados. No hay necesidad de entrar a señalar casos específicos ni de singularizar responsabilidades al respecto, pero nadie puede dudar que la llamada “guerra contra el terrorismo” esta convirtiéndose en una amenaza permanente para la vigencia universal de los derechos humanos. Esta amenaza no consiste unicamente en el peligro de que las medidas que se toman para luchar contra el terrorismo violan en muchos casos, y en forma directa, los derechos que protegen a la persona humana, sino también, en forma quizás mas insidiosa, en la utilización del vago, impreciso y poco jurídico término de “terrorismo” para cobijar todo tipo de infracción de la ley y ocultar o distorsionar, de esta manera, los factores de conflicto social,  político y económico que originan los hechos delictivos que se deben reprimir. La preocupación que vastos sectores de la opinión mundial han manifestado, en relación con las consecuencias de las políticas de varios Estados para enfrentarse a un “terrorismo” que se ha convertido en la obsesión moderna, está ampliamente justificada, si reconocemos sinceramente que estamos siendo testigos de un retroceso indudable en el camino por lograr el respeto pleno de los derechos humanos a escala universal.
Conflictos internos, derechos humanos y Derecho Internacional Humanitario

No obstante los vacíos y deficiencias que aún tienen los instrumentos internacionales existentes en materia de  garantías para la plena vigencia del Derecho Internacional Humanitario en casos de conflictos no internacionales, vacíos que, como podemos apreciar diariamente, originan el incumplimiento de sus normas en la práctica de los Estados, hay que reconocer que los principios consagrados en los Convenios de Ginebra han servido para llamar la atención sobre los efectos mas perniciosos de los enfrentamientos internos y a aumentar la presión internacional para lograr su solución. ¿Ocurre algo similar con la protección de los derechos humanos propiamente dichos en las situaciones de conflicto interno, en vista de que la jurisdicción de los órganos de los tratados correspondientes sólo puede ejercerse en relación con las supuestas violaciones cometidas por los Estados Parte, y no con las demas partes involucradas en los enfrentamientos? La respuesta que demos a este interrogante es de capital importancia, no solamente para evaluar la conducta de los Estados durante la duración de los conflictos, sino también para analizar las consecuencias que para la protección de los derechos humanos tienen las diferentes políticas de seguridad y, sobre todo, las fórmulas que se proponen para solucionar las situaciones de perturbación del orden público y lograr la normalización de la vida ciudadana.
Es importante centrar nuestra atención en las situaciones de conflicto que corresponden a la definición que trae el artículo I del Protocolo Adicional II de las Convenciones de Ginebra, sobre el ámbito de aplicación material del Protocolo, así sea esta definición deficiente o insatisfactoria. Se trata, pues, de conflictos… “que se desarrollen en el territorio de una Alta Parte contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente Protocolo.”… El mismo artículo, en su párrafo 2, establece que… “el presente Protocolo no se aplicará a las situaciones de tensiones internas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádicos y aislados de violencia y otros actos análogos, que no son conflictos armados.”… No vamos a detenernos en la crítica de la condición que exige el Protocolo, referente al control por parte de las fuerzas disidentes de una parte del territorio y a la realización de… “operaciones militares sostenidas y concertadas”…, condición que, como lo han anotado muchos especialistas, no es facilmente reconocida por los Estados involucrados, generalmente interesados en ocultar o negar la pérdida de control de partes de su territorio. Todo lo relativo al control territorial en situaciones de conflicto interno es controvertible y de casi imposible definición, y no parece justificable introducir un concepto eminentemente político para establecer obligaciones de carácter jurídico en materia de protección a los derechos del individuo. Pero lo que nos interesa ahora es tratar de identificar aquellas obligaciones de los Estados que deben ser siempre respetadas, aun en circunstancias de conmoción doméstica, cuando las autoridades tienen que tomar medidas conducentes a recuperar la normalidad ciudadana, sea por medio de la negociación política o haciendo uso de la fuerza que les otorgan la constitución y las leyes del país.
No hay lugar a dudas en el sentido de que todos los Estados que son parte de los instrumentos que les imponen la obligación de respetar los derechos humanos estan ligados por los compromisos consagrados en ellos. Esto es claro en circunstancias de normalidad, o sea, de ausencia de perturbaciones del orden público que pueden exigir medidas especiales. Limitándonos al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que entró en vigor en 1976, su artículo 2 establece explicitamente los compromisos de los Estados Parte de respetar y garantizar los derechos que el mismo Pacto reconoce, y la obligación de adoptar las medidas necesarias para hacer efectivos esos derechos. Estas medidas, como el mismo texto lo dice, pueden ser legislativas “o de otro carácter”, lo cual nos indica que las disposiciones normativas pueden ser necesarias pero no suficientes, y que lo esencial es lo que ocurre en la práctica en materia de respeto a los derechos humanos. Los órganos de los tratados insisten en la importancia de vigilar no sólo el desarrollo legislativo para la protección de los derechos, sino particularmente lo que ocurre en la realidad, que con frecuencia ofrece un panorama muy diferente al que establecen los textos legales. En el caso de la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, por su carácter general e inclusivo, del cual otros instrumentos vigentes son el desarrollo, es fundamental tener en cuenta que las obligaciones que impone deben ser respetadas plenamente por todos los Estados Partes, en circunstancias de normalidad.

Estados de emergencia y derechos humanos
¿Pero que ocurre en situaciones de conflicto, cuando la marcha normal de las instituciones se ve perturbada, y las autoridades se ven llamadas a actuar en defensa del orden público y de la convivencia ciudadana? El mismo Pacto ofrece la solución, al prescribir en su artículo 4 que en circunstancias excepcionales, o sea de emergencia, los Estados Partes… “podrán adoptar disposiciones que, en la medida estrictamente limitada a las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas en virtud de este Pacto, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el derecho internacional”… Esta facultad de suspender las obligaciones consagradas en el Pacto no es ilimitada, ya que el párrafo 2 del mismo artículo señala taxativamente los artículos que no pueden ser suspendidos, que son el 6, el 7, los párrafos 1 y 2 del 8, el 11, el 15, el 16 y el 18. El artículo 4 del Pacto establece también dos condiciones adicionales para la utilización del derecho de suspensión de algunos artículos en situaciones de emergencia: que la existencia de esta situación haya sido proclamada oficialmente, o sea de acuerdo con las normas internas de carácter constitucional o legal, y que el Estado que quiera hacer uso del derecho de suspensión informe a los demás Estados Partes, por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, sobre las disposiciones cuya aplicación haya suspendido y los motivos que hayan suscitado la suspensión. De esta manera queda establecida claramente la naturaleza excepcional del recurso consagrado en el artículo 4 del Pacto y sus limitaciones.
Políticas de seguridad y derechos humanos

La atenta lectura del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la jurisprudencia que ha ido desarrollando el Comité de Derechos Humanos y el cuerpo de doctrina consignado en las Observaciones Generales aprobadas por el mismo Comité nos permiten tener una idea clara de las obligaciones que los Estados Partes deben respetar durante los enfrentamientos o hechos perturbadores del orden público. Estas obligaciones son permanentes, de la misma manera que son permanentes las obligaciones de los Estados Parte del Protocolo Adicional II en lo que se refiere al respeto debido a las normas del Derecho Internacional Humanitario durante las hostilidades o enfrentamientos característicos de los conflictos internos. Las políticas de seguridad deben estar enmarcadas dentro de los principios contenidos en los distintos instrumentos de defensa de los derechos humanos, con la sola exepción ya mencionada de las situaciones de emergencia, pero siempre con las limitaciones establecias por el artículo 4 del Pacto. Para superar estas circunstancias de excepción surge el interrogante de saber cuales son las normas que deben seguir los Estados para no incurrir en violaciones de las obligaciones que les impone el cabal cumpliento de sus compromisos internacionales. Y es en este campo donde se presentan con frecuencia los conflictos entre la necesidad de solucionar los conflictos internos, mediante la afirmación de la autoridad del Estado, y el respeto debido a las normas que el mismo Estado se ha comprometido a cumplir.
Solución de conflictos y negociaciones de paz 
La historia nos enseña que de las situaciones de conflicto interno difícilmente se sale unicamente con la aplicación de medidas de fuerza, tendientes a erradicar los movimientos o grupos que se insurgen contra la autoridad del Estado. Todo gobierno trata de utilizar los medios coercitivos que se hallan a su alcance para lograr la desaparición de factores de perturbación, y para ello estan en todo su derecho, siempre que actúen dentro de los límites que les imponen el respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales. Pero son excepcionales los casos en que las políticas de fuerza bastan para lograr la normalización de la vida social. En la gran mayoría de los episodios de conflicto interno tarde o temprano se llega a la negociación política, que siempre es el resultado de transacciones y contraprestaciones.  Desafortunadamente se ignoran a menudo las exigencias jurídicas que se deberían respetar en este tipo de compromisos. En otras palabras, las soluciones de los conflictos internos ofrecen el ejemplo típico de decisiones políticas que pueden ser contradictorias con las obligaciones internacionales de los Estados en materia de la protección debida a los derechos humanos.
En los últimos decenios se han celebrado múltiples acuerdos entre las partes enfrentadas dentro del territorio de un Estado Parte. Estos acuerdos, de muy variada índole y de características y consecuencias disímiles, conducen a la adopción de medidas legislativas que, de una u otra forma, consagran las concesiones que han hecho las partes para llegar a la normalización. Todos conocemos los varios ejemplos de leyes de “perdón y olvido”, de “punto final”, de “investigación de la verdad y castigo de los responsables”, de “justicia y paz”, de “justicia y reparación”, etc. En muchas ocasiones estas disposiciones legislativas aceptan explícitas o implícitas causales de impunidad para los responsables de la comisión de actos delictivos, y abren la posibilidad de decretar amnistías o indultos que siempre suscitan dudas sobre la posible violación de compromisos internacionales y de los principios que el derecho internacional ha venido perfeccionando en los últimos años.
No se trata de poner en tela de juicio el derecho de los Estados de agotar todos los esfuerzos necesarios para recuperar la normalidad ciudadana. El derecho internacional es claro en reconocer ese derecho y, como ya hemos visto, el mismo Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos reconoce que en ciertas circunstancias puede ser necesario acudir a medidas excepcionales que implican una parcial suspensión de algunos de los derechos que el instrumento  consagra. Para no ir mas lejos, este mismo año la Comisión de Derechos Humanos, en su Resolución 2005/32 “La democracia y el imperio de la ley”, aprobada sin votos en contra el 19 de abril de 2005, destaca en el párrafo 9 que…”los países que salen de un conflicto tal vez necesiten medidas especiales para enfrentar el legado de las violaciones de los derechos humanos y sacar adelante la gobernanza democrática y el imperio de la ley”… Lo que no puede prestarse a duda es la obligación de los Estados, en la aplicación de sus políticas de seguridad, de actuar dentro de los límites permisibles, y en estos límites figura en lugar principal el respeto a los derechos humanos que los mismos Estados han aceptado como inviolables e imprescriptibles.
Si bien es cierto que durante los conflictos internos es clara la responsabilidad de los Estados de cumplir con las normas del Derecho Internacional Humanitario y de los instrumentos que consagran el respeto a los derechos humanos, pueden surgir dudas sobre las obligaciones de los mismos Estados en los procesos de normalización de las situaciones de conflicto, cuando normalmente estos procesos son fruto de algún acuerdo o negociación de carácter político. Ya hemos dicho que en estas negociaciones siempre existe un juego de concesiones recíprocas entre las partes, ya que es difícil pensar que las fuerzas o grupos enfrentados a las autoridades renuncien a sus pretensiones sin la garantía de un tratamiento especial, que puede llegar hasta la exigencia de algún tipo de indulto o amnistía o, al menos, de compromisos por parte del Estado de juzgar a los responsables de los delitos cometidos en forma mas favorable que al resto de los delincuentes. ¿Hasta dónde pueden ir los Estados en materia de concesiones para quienes han cometidos delitos que, además de ser violatorios de la normatividad doméstica, constituyen infracciones de los pactos de derechos humanos que las autoridades están obligadas a respetar? ¿Qué prebendas o tratamientos especiales entran dentro de la discrecionalidad de los Estados y cuáles deben ser los límites de esa discrecionalidad? Este punto no sólo es de interés académico y de preocupación de los tratadistas, sino de palpitante actualidad en vista de la frecuencia con que los conflictos internos culminan en negociaciones de paz o normalización de la vida social, que necesariamente exigen la aprobación de normas legislativas para dar aplicación a los acuerdos celebrados.
El artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

A este respecto hay que reconocer que todos los tratados sobre derechos humanos consagran obligaciones que los Estados no pueden desconocer en las medidas que toman para solucionar los conflictos domésticos, así sean estas medidas resultado de los acuerdos con las partes involucradas en los conflictos. Limitándonos al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que por su carácter general merece una atención especial, tiene particular importancia la doctrina desarrollada por el Comité de Derechos Humanos, a través de la interpretación del Pacto por medio las Observaciones Generales con que ha enriquecido la jurisprudencia de los órganos de los tratados de derechos humanos. Es singularmente pertinente la Observación General No. 31, aprobada el 29 de marzo de 2004, titulada “Naturaleza de la obligación jurídica general impuesta a los Estados Partes en el Pacto”, que fija el sentido y los alcances  del artículo 2 del Pacto. En el párrafo 15 de la Observación General No. 31 se reitera la obligación de los Estados Partes de garantizar que todas las personas dispongan de recursos accesibles y efectivos para reivindicar los derechos reconocidos en el Pacto y de investigar las violaciones de los compromisos adquiridos.
 El párrafo 16, por su parte, se dirige directamente a las situaciones a que nos venimos refiriendo, cuando los Estados dictan disposiciones para poner fin a los enfrentamientos internos y para aplicar la justicia a quienes han sido víctimas de la violación de las leyes domésticas. Vale la pena citar textualmente este párrafo de la Observación General No. 31: “En el párrafo 3 del artículo 2 (del Pacto) se dispone que los Estados Parte han de dar reparación a las personas cuyos derechos reconocidos en el Pacto hayan sido infringidos. Si no se da reparación a las personas cuyos derechos reconocidos en el Pacto hayan sido infringidos, queda sin cumplir la obligación de facilitar recursos efectivos, que es el elemento central para cumplir las disposiciones del párrafo 3 del artículo 2. Además de las reparaciones explícitas indicadas en el párrafo 5 del artículo 9 y en el párrafo 6 del artículo 14 (del Pacto), el Comité considera que en el Pacto se dispone por lo general la concesión de una indemnización apropiada. El Comité toma nota de que, en los casos en que proceda, la reparación puede consistir en la restitución, la rehabilitación y la adopción de medidas tendientes a dar una satisfacción, entre ellas la presentación de disculpas públicas y testimonios oficiales, el ofrecimiento de garantías de evitar la reincidencia y la reforma de las leyes y prácticas aplicables, y el enjuiciamiento de los autores de violaciones de los derechos humanos.”
Acuerdos de paz y obligaciones de los Estados

Es doble, pues, la obligación de los Estados cuando pretenden solucionar los conflictos internos por medio de una legislación que recoge los acuerdos a que hayan podido llegar con grupos o fuerzas adversas al orden público. La primera es la de investigar y castigar las violaciones de los derechos humanos cometidas por los individuos comprometidos en conductas delictivas, y la segunda la de reparar a las víctimas de esas violaciones. En qué consiste exactamente la justicia que debe impartir el Estado es, en la práctica, un punto difícil de precisar, ya que los acuerdos de paz por lo general consagran beneficios negociados a favor de quienes acceden a entrar en la normalidad institucional. Lo mismo puede ocurrir con las reparaciones a favor de las víctimas, sobre todo cuando estas deben correr por cuenta de los victimarios. Pero esta discrecionalidad de los Estados no puede llegar hasta desconocer abiertamente las obligaciones que les imponen los instrumentos internacionales, así sean poderosas las razones que los han llevado a facilitar las negociaciones conducentes a la paz y la normalidad. La exagerada indulgencia en el tratamiento de los delincuentes y la renuencia en reconocer la necesaria reparación a favor de las víctimas constituyen conductas claramente violatorias de las obligaciones de los Estados en materia de respeto a los derechos humanos. Con demasiada frecuencia las ofertas de “perdón y olvido”, de amnistías y de indultos, que han caracterizado los procesos llamados de “paz y reconciliación” de los últimos años en diversos países, han constituído precedentes funestos para la consolidación de una política respetuosa de los derechos humanos y de una verdadera justicia internacional.
Desarrollos del Derecho Penal Internacional
Todos los Estados parte de los convenios sobre Derecho Internacional Humanitario, es decir los Convenios de Ginebra y sus Protocolos Adiconales, y sobre la protección de los derechos humanos, tienen la obligación de honrar sus compromisos, tanto en situaciones de conflicto internacional como en los conflictos internos. Las políticas de seguridad no pueden tener un alcance y unas características que impliquen el desconocimiento de esas obligaciones. Esta exigencia del derecho internacional se ha vuelto mas clara y explícita con los desarrollos que han tenido lugar en el campo del Derecho Penal Internacional, y muy particularmente desde la creación de la Corte Penal Internacional en 1998. Ya con anterioridad la comunidad internacional había reconocido la necesidad de contar con medios idóneos para juzgar y castigar a los responsables de delitos atroces, tanto durante los conflictos internacionales como internos. El establecimientos de tribunales especiales para Yugoeslavia y Ruanda, para no mencionar el antecedente del tribunal de Nuremberg, fueron señales elocuentes de la preocupación universal por lograr una justicia que viniera a subsanar los vacíos y deficiencias de los sistemas de justicia nacionales. El carácter complementario o subsidiario de la Corte Penal Internacional no disminuye la importancia de sus funciones, sino que refuerza la idea de que de ahora en adelante el juzgamiento y castigo de los culpables de los mas graves delitos contra la persona humana será una responsabilidad universal.
Si bien es cierto que aún falta mucho por recorrer en el proceso de consolidación del concepto de justicia universal, y que la utilidad y eficacia de la misma Corte sólo se podrán comprobar con el correr del tiempo, es indudable que ya existe la percepción de que los peores crímenes contra la dignidad de la persona podrán ser investigados y castigados por instancias internacionales, cuando los sistemas jurídicos de los Estados no puedan o se nieguen a hacerlo.
El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, recogiendo el paulatino desarrollo de las ideas de justicia internacional de los últimos decenios, define la competencia del tribunal sobre cuatro categorías de crímenes: a) el crimen de genocidio; b) los crímenes de lesa humanidad; c) los crímenes de guerra; y d) el crimen de agresión. El mismo Estatuto define el alcance de cada una de estas categorías a partir del artículo 6, salvo en lo referente al crimen de agresión, cuya definición no ha sido aprobada aún. La definición de “crímenes de lesa humanidad” cubre la mayoría de las disposiciones contenidas en los diversos instrumentos de derechos humanos, y se aplica tanto a situaciones de normalidad como a los conflictos internacionales e internos. El alcance del concepto de “crímenes de guerra” es un desarrollo minucioso de las normas de los Convenios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos Adicionales, sin hacer distinción entre conflictos internos e internacionales. La amplia competencia de la Corte se ve reforzada por el principio de imprescriptibilidad, consagrado por el artículo 29 del Estatuto, que constituye un avance fundamental para lograr la universalidad de la justicia internacional.
Temas de discusión
1.- Diferencias y similitudes entre el Derecho Internacional Humanitario y los tratados de derechos humanos en las situaciones de conflicto.

2.- La aplicación de las políticas de seguridad por parte de los Estados para recuperar la normalidad en los conflictos internos deben tener en cuenta las implicaciones de las mismas en el campo de la protección de los derechos humanos.

3.- Expertos en el campo del Derecho de los derechos humanos y del Derecho Internacional Humanitario deben asesorar siempre a las autoridades en la aplicación de las políticas de seguridad de los Estados.
4.- Debe garantizarse la participación de expertos en derechos humanos en los procesos de solución de conflictos internos, para evitar violaciones flagrantes de las obligaciones internacionales por parte de los Estados comprometidos en estos procesos.
5.- Los Estados, en los procesos de solución de conflictos y en los compromisos que llegaren a adquirir frente a los grupos o personas con los cuales pactaren acuerdos, deben tener en cuenta las opiniones de la comunidad internacional en relación con el cumplimiento de las normas de protección de los derechos humanos, incluyendo los aportes de las organizaciones no gubernamentales, de los defensores de los derechos humanos y de los organismos internacionales que trabajan en este campo.

                                                      ------------
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